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I.-
INTRODUCCION 

Cuando hablamos de pobreza, desde una perspectiva teórica como empírica, estamos haciendo referencia a una situación concreta y permanente de aquellos que por carecer de los medios materiales  y capacidades necesarias, como de las posibilidades reales de adquirirlos o de acceder, no pueden satisfacer sus necesidades básicas a nivel vital (extrema pobreza), o lograr un cierto nivel de bienestar socialmente aceptable (Carlos Larrea, 1995). 

En América Latina y el Ecuador, la actual crisis económica y el impulso de los procesos de ajustes y estabilización, inscritos en el marco de la globalización, han conllevado a una ampliación cuantitativa como cualitativa de la pobreza, de impredecibles consecuencias económicas, políticas, sociales y ambientales.

Aunque el Ecuador experimentó un prolongado y sostenido período de crecimiento económico entre la post-guerra y el inicio de los años 80; pero sus condiciones sociales han continuado siendo crecientemente precarias, particularmente en términos de satisfacción de las necesidades básicas, la distribución del ingreso, la propiedad y el acceso a los bienes públicos como en la generación de empleos; pero desde 1982 hasta la fecha éstas se han agudizado provocando situaciones de mayor inequidad y exclusión social, como de empobrecimiento y precaridad.

Se inició en el país la aplicación de políticas de ajuste estructural y de estabilización, desde 1981 de manera larvada y a partir de 1983 de forma  permanente pero intermitente, que apuntaban, principalmente, a la reducción (achicamiento) del Estado y a la privatización de los activos estatales. Hasta la fecha los resultados han sido  poco  alentadores, y más bien se han diluido, especialmente,  en todo  lo  relacionado  a la distribución regresiva del ingreso, bajo nivel de acceso a satisfactores que producen bienestar, como por el descenso efectivo  de la inversión real en capital humano y social, entre otros aspectos negativos.

En este contexto, y según el Informe del Banco Mundial de 1995, hay una pobreza generalizada en el país,  ya que alrededor del 35%  de la población vive en la misma. Además, otro 17%  de la población nacional corre el riesgo de caer en pobreza y un millón y medio de habitantes viven en la extrema pobreza y ni siquiera gastando todo lo que tienen en alimentos logran satisfacer sus necesidades nutricionales.  La pobreza es mayor en las zonas rurales, donde viven dos de cada tres personas pobres; y, agrega : “La pobreza presenta características muy diferentes en los sectores rural y urbano.  La pobreza rural está vinculada con la falta de educación y de acceso a la tierra (y otros factores de producción), la escasa integración (de y) en los mercados, y la escasez de empleo en las actividades no agrícolas del sector rural que han mostrado ser bastante dinámicas.  Además en las zonas rurales de la Sierra y en la región Amazónica la pobreza de los grupos indígenas y negro (sesgo étnico) es mucho mayor que de la población no indígena. Dichos grupos presentan también niveles alarmantes de malnutrición y mortalidad en la niñez y sus niveles de educación son muy inferiores a los de la población no indígena.  Por otra parte, la pobreza urbana está vinculada a un  grupo de variables diferentes a las de la pobreza rural  y que además varían según la región, por ejemplo en las zonas urbanas de la Sierra los pobres tienen acceso a los servicios básicos, mientras que muchos de los que viven en las zonas urbanas de la Costa no cuentan con sistemas adecuados de suministros de agua o alcantarillado.  No obstante, en varias  zonas urbanas los pobres tienen características en común, que consiste en un bajo rendimiento escolar, empleo en el sector informal, vivienda alquilada en lugar de propia y una tasa baja de participación del cónyuge, cabeza de familia, en la fuerza laboral”. 

Finalmente, el escenario macroeconómico hace que el acceso de los pobres a los bienes y servicios sea bastante diferenciado, heterogéneo y desigual; especialmente en la posibilidad de ingreso e inserción en el mercado de factores, donde intermedian y  sesgan  una  cantidad  de  elementos que  en  algunos casos traban y en otros facilitan las estrategias de sobrevivencia, destacándose en el sistema político la vigencia predominante del mecanismo clientelar-populista.  Además en un escenario de aplicación “ortodoxa” del ajuste estructural las conexiones existentes entre los niveles y cambios de pobreza con los niveles y cambios en el acceso (por propiedad o comando) a activos e instituciones que permitan generar ingresos y niveles de gasto-consumo en forma permanente a los pobres como en la identificación de las opciones y oportunidades para vivir una existencia tolerable y adecuada es mínimo y cada vez más difícil,  como lo diría el Informe del Desarrollo Humano del PNUD; pero permitiría plantear nuevas líneas de pensamiento y de acción, para la fijación de políticas sociales alternativas como de programas y proyectos imaginativos y creativos para la reducción de la pobreza y aniquilación de la miseria, situación que hace del tema y enfoque muy importantes para el país y la región. 

II.-
LAS CRISIS Y EL AJUSTE ESTRUCTURAL EN EL ECUADOR : EXCLUSIÓN SOCIAL Y POBREZA.

2.1
Las Cifras de la Crisis Económica

Como nunca antes en la historia reciente del país, “en la actual coyuntura, el déficit fiscal resulta incontrolable (5.5% del PBI, o sea US $ 1.100 millones según el FMI) ; la inflación, muestra porcentajes elevadísimos (anualizada en 54,7%  a mayo de 1999), lo que deteriora sustancialmente los salarios; el desempleo abierto (más del 17%) y el subempleo (más del 60%), afectan a 4 de cada 5 ecuatorianos en edad de trabajar ; la recesión productiva se agrava, lo que se refleja en tasas de crecimiento del PBI reales negativas (-0,4 en este primer trimestre) ; saldo comercial negativo de US$940 millones lo que implica que -desde 1997 por los flujos comerciales internacionales- hemos perdido más de US$1.500 millones en relación al saldo de 1996 ; balanza de pagos negativa en US$2.119 ; la deuda externa ha superado los US$16.300 millones, dentro de ella la privada se aproxima a los US$3.200 millones (el doble de monto registrado en 1982 cuando se la sucretizó, para que la asuma el BCE). La mayor parte de los ingresos públicos se destina al pago del servicio de la deuda, alrededor del 47% del presupuesto fiscal”, según el Informativo Económico del Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad de Guayaquil (IIE-UG), de Mayo-Junio de este año.

A todo ello, de acuerdo al Informe ante mencionado,  se han sumado el grave deterioro de la infraestructura física por efectos de El Niño 1997-98 lo que exige para la reconstrucción US$2.400 millones, según cálculo de la CEPAL; la que prácticamente, hasta la fecha, no ha comenzado, lo que es imputable a un conjunto coincidencial de factores pero que redundan en el desarrollo regional y en la reactivación económica nacional. El inestable precio del barril de petróleo que provocó en los meses pasados una pérdida de US$800 millones; y, la crisis financiera internacional (la asiática, rusa y brasileña) que agregó mayor incertidumbre y nuevos efectos negativos en el ámbito comercial y financiero y condujo a devaluar, una y otra vez, nuestra moneda, 75.8% a Abril 1999, la que tiende a desaparecer por la dolarización de la economía real, según reconocidos analistas.

Actualmente, debido al agravamiento de la crisis bancaria-financiera, cuyas aspiraciones de salvataje cuestan al estado alrededor de 1.200 millones de dólares,  la situación del país se ha caotizado mucho más, especialmente como consecuencia de la inflexibilidad en el pago de la deuda externa, caso de los bonos brady, y la aplicación “fundamentalista” del recetario neoliberal-monetarista por parte de la administración demócrata-popular, más allá de la moratoria en que hemos “incurrido” (con aval del FMI y la administración Clintón), que nos han sumergido en una profunda recesión, inestabilidad política e incremento del riesgo país. En este escenario también se ha dado la respuesta de los sectores sociales afectados a través levantamientos y luchas de los movimientos sociales (indígenas, pobladores, taxistas, trabajadores, entre otros) o protestas regionalistas encabezados por corruptos banqueros, empresarios extraviados y el oportunismo del clientelismo derechista, enfeudado en la Municipalidad de Guayaquil; habiendo logrado los movimientos sociales doblegar parcialmente al régimen con el congelamiento de algunas de las medidas económicas tomadas y obligado a establecer una mesa de concertación permanente para negociar en el futuro las mismas.

La conjugación de los problemas estructurales con la crisis cíclica del país provoca una situación de ingobernabilidad, que se traduce en una profundización del enfrentamiento político y en la inaplicabilidad del programa económico gubernamental, por la ausencia de liderazgo y de oportunas decisiones políticas del gobierno. En este contexto lo que se han acrecentado son la pobreza y la miseria, como la inequidad y la exclusión social, que se traducen en la vida cotidiana, generalmente, en violencia, inseguridad y delincuencia, organizada y callejera. De ahí para adelante, como lo sostiene Fernando Carrión, “las prácticas tradicionales de la política ecuatoriana : clientelismo, patrimonialismo, caudillismo, expresaron una correlación de fuerza que aisló más al gobierno de los principales actores sociales y políticos del país” coadyuvando a complicar la situación como las posibles salidas.

Curiosamente en este gran lapso de democracia formal y restringida, a diferencia de las otras etapas de estabilidad política con auge económico que registra el siglo (1912-1925 y 1948-1961), los veinte años de retorno al régimen constitucional, que se conmemoraron este 10 de agosto, han transcurrido en medio de agudas crisis económicas generadas por los desequilibrios pospetroleros y, además, en dos oportunidades por causas provenientes del contexto internacional (crisis de la deuda externa de México-1981 y de los mercados bursátiles-1998). Lo que nos plantea, por un lado, los efectos perversos de la globalización; cómo, por otra parte, la viabilidad real del proceso democrático en contextos concretos de crisis económica y social.

Además, el tipo de Estado vigente -desarrollista o interventor-, más caracterizado por ser patrimonialistra, clientelar y corporativo, implantado desde la década del cincuenta, pero de gran relanzamiento y vitalidad con la economía petrolera, no ha podido ser sustituido por los gobiernos constitucionales de estos 20 años; lo cual produce graves entrabamientos a la acumulación y el bienestar por su deslegitimación e ineficiencia, a lo que se agrega el excesivo centralismo y los altos costos de su funcionamiento (Cordes, 1999), que está provocando una ola de planteamientos y movimientos autonómicos y/o descentralizadores.

2.2
La Crisis del Sistema Político.

Como lo reseña Alfredo Negrete, “20 años de democracia, de Roldós a Mahuad” en el Diario El Universo (8 de agosto, 1999), los regímenes constitucionales de esta época se han caracterizado y sobrevivido en administraciones anticrisis, salvo el esfuerzo truncado en el gobierno de Sixto Durán-Ballén por el equipo económico de Alberto Dahik, que duró escasamente dos años y cuyos efectos liberalizadores fueron contraproducentes, pues sumados a factores críticos posteriores nos condujeron al descalabro económico y social más grande de toda la historia que estamos viviendo actualmente. Al que se debe agregar la frustrada pero casi  desarrollada iniciativa de la convertibilidad del depuesto Abdalá Bucaram, con la asesoría del argentino  Domingo Cavallo y el auspicio del B.I.D.

De su lado, los proyectos políticos en este contexto de democracia restringida y pactada nunca fueron eficientes ni trascendentes. Se rigieron bajo las normas de la nueva Constitución y Ley de Partidos Políticos consagradas en el Plan de Retorno Constitucional, y ejercieron el poder en un largo proceso que se ha caracterizado por el predominio de las principales figuras de los partidos políticos, escasa participación de la sociedad civil, subsistencia de las fórmulas populistas y ausencia de cualquier tipo o modalidad de compromisos políticos de largo plazo y viabilidad consensuada.

A pesar de la continuidad del régimen constitucional, de tres consultas populares y una Asamblea Nacional Constituyente, el Ecuador, luego de dos décadas de democracia formal,   revela una escasa institucionalidad a nivel del Estado, así como reglas de juegos muy difusas y que poco se respetan, que impiden su cumplimiento cabal y la consolidación de un proyecto democrático de país, provocando inseguridad política y escaso incremento de la cultura ciudadana .


Esta situación es muy crítica, pues desde el ámbito del gobierno no se dispone de los instrumentos adecuados para una administración estable y confiable, pues ningúno de los regímenes del período logró vías adecuadas para mantener una relación positiva y productiva con el Congreso Nacional, e inclusive en algunos casos con la Función Judicial. Frente a un sistema político presidencialista cada vez más fuerte en el texto constitucional, ha existido la oculta pretensión de gobernar desde el Parlamento o radicalizar un comportamiento opositor, desequilibrando estructuralmente los mecanismos de administración política en que se fundamenta el sistema, especialmente del presidencialismo, según Alfredo Negrete.


A consecuencia de los efectos de esta neutralización, la sociedad civil sufrió la pérdida de una mediación política eficaz desde el poder y paulatinamente se ha enrolado en la protesta y los alzamientos populares como los únicos medios para obtener respuestas o resultados del poder, como lo han demostrado los sucesos de marzo y julio de este año. En tales circunstancias, los índices de inestabilidad, ingobernabilidad e ineficiencia institucional colocan al sistema al borde del colapso.


El populismo durante esta época trasciende  a la esfera de un partido o movimiento y se convierte en una manifestación de la cultura política nacional y en la personalización de la política. Se ratifica su hegemonía en la Costa, donde modifica la antigua presencia de los caciques y gamonales por las de las redes de intereses políticos y económicos provinciales como de los favores y compadrazgos, que luego son articulados y aprobados por las cúpulas, generalmente domiciliadas en los centros primados. Sin embargo, los grupos políticos de la Sierra no pueden penetrar competitivamente en el Litoral sin aceptar, compartir y usufructurar las reglas de juego populistas, a las que pueden adaptarse fácilmente, ya que por encima de la ideología hacen gala de conducciones caudillistas autoritarias, verticalistas y de escasa renovación de cuadros y alternabilidad de la dirigencia (Felipe Burbano, 1998).


Bajo los efectos de esta modalidad: líder es carismáticos y posesivos, estructuras políticas verticales y de fuerte convocatoria electoral, al final de estos 20 años de democracia formal se ha  logrado producir la regionalidad de lo político y de la gestión de la política al haberse “atricherado” el Social Cristianismo y el Roldoscismo en la Costa y la Izquierda Democrática y Democracia Popular en la Sierra, provocando como manifestación de la crisis política la ausencia de partidos nacionales y de propuestas de convocatoria general y nacional. Además, en la actualidad estos partidos, en gran parte, son sustituidos por la influencia de las organizaciones no gubernamentales, la movilización de los movimientos sociales y el fuerte poder de la alta burocracia del Estado como formas de desinstitucionalización de la política ante la crisis del tipo de Estado y de la economía, como de la ruptura del régimen con la sociedad. 


Finalmente, como señala Luis Verdesoto (1996), “La crisis política condiciona con extremo vigor el comportamiento de las principales variables económicas, lo que muestra la debilidad de la sociedad para dotarse de su propia conducción económica. La dependencia de las variables económicas de la política de corto plazo -y hasta de la conformación del equipo económico- muestra a actores débiles para conformar la autoridad pública y para constituirse en sustento de la transición” , como esta sucediendo en la actualidad.    

III.-
EL PROCESO DE URBANIZACIÓN Y LA GEOGRAFÍA DE LA POBREZA.

3.1  El proceso reciente de urbanización de la economía ecuatoriana.

En los últimos 50 años, en la economía y sociedad ecuatorianas se han producido una serie de cambios profundos y significativos que han respondido no sólo a modificaciones en los modelos de desarrollo globales, sino también a un explícito y galopante proceso de urbanización de la economía, tanto nacional como regional, lo cual ha provocado una mayor atención estatal a determinados sectores económicos (sean éstos productivos o no) a través de un conjunto de acciones orientadas a conducir este proceso, generando también desequilibrios y desigualdades en la economía, la sociedad y el territorio.

Aquel tipo de situación encontró un sustento material en los efectos de los procesos productivos impulsados en esta segunda mitad del siglo (1), principalmente con los ciclos del banano y del petróleo; sumándose complementariamente la diversificación productiva que se da posteriormente con la acuacultura en los años 80, la floricultura y los productos no tradicionales de exportación (mangos, maracuyá espárragos, etc.) en esta década; a los cuales se intercaló una tibia industrialización sustitutiva a partir de los años sesenta, hoy día en profunda crisis y desaparición como consecuencia de la globalización y la desregulación de los mercados, lo cual le ha restado competitividad.

Por otra parte, hay que acotar que a partir de la década de los setenta, la explotación y exportación petrolera en gran escala trajo como consecuencia un crecimiento económico sin precedentes históricos en el país (2), que provocó una gran gama de modificaciones en los perfiles productivos y territoriales del país, aunque la participación de la población en la distribución de la riqueza  y el ingreso fue muy desigual, inclusive para algunos sectores sociales fue verdaderamente regresiva, lo que se ha agudizado y agravado mucho más en la actualidad; expresándose una repartición irregular y concentradora de los petrodólares y de los otros excedentes en el espacio nacional, que remarca aún más la característica polarizadora (bicefálica) del proceso de  urbanización  nacional,   


(1)  Coincidimos en gran medida con F. Carrión cuando afirma que en el segundo período de la evolución del espacio urbano ecuatoriano, esto es el “Proceso de Urbanización”, se da con “La constitución del modelo de agro-exportación que permite la integración primero y la articulación despúes, de dos regiones distintas (Sierra y Costa) mediadas por sus centros principales (Quito y Guayaquil), a partir de una división del trabajo que establecen ámbitos territoriales (.....) diferentes pero relacionados”

Fernando Carrión “Evolución del espacio urbano ecuatoriano”, en F. Carrión (comp.) El Proceso de Urbanización en el Ecuador (del siglo XVIII al Siglo XX).  Quito : El Concejo-Ciudad, 1986, p. 170.

(2)  Aquello en relación a los indicadores macroeconómicos, como el Producto Interno Bruto (PIB), la Balanza Comercial (Exportación e Importaciones), Reserva Monetaria, etc. Debemos indicar que en la presente exposición no se ahonda en los aspectos económicos de industrialización, ni la problemática agraria ecuatoriana, entre otros,  ya que no corresponden tratar como tal.           

como sus desequilibrios e inequidades en las redes de ciudades, especialmente con las ciudades intermedias y secundarias como con el sector rural.

CUADRO No. 1

CRECIMIENTO DE LA POBLACION URBANA NACIONAL



AÑO CENSAL
CRECIMIENTO PORCENTUAL



1950
28%

1962
36%

1974
41%

1982
49.6%

1990
55.1%


FUENTE: Censos de Población 1950 a 1990 INEC


ELABORACION: CER-G

Al revisar los datos censales -particularmente los arrojados por último - de 1990, se logran evidenciar varios hechos importantes :
a)  La población nacional había disminuido su ritmo de crecimiento, llegando en el último tramo intercensal a una tasa promedio anual del 2.8% ; y,

b)  La población urbana crecía más rápidamente que las proyecciones realizadas por el propio INEC, llegando a una tasa promedio anual del 4.48% entre 1982-1990 ; en tanto, la población rural en ese período lo hacía apenas al 0.91%.
Según las proyecciones del censo poblacional mencionado, para 1999 se calcula aproximadamente 12’100.000 habitantes (3); se estima que alrededor del 58% de esta la población nacional reside en centros urbanos, tanto en las áreas metropolitanas (Guayaquil y Quito), como en las ciudades intermedias (Cuenca, Machala, Manta, Santo Domingo de Los Colorados, Ambato, etc) y secundarias (La Libertad, Huaquillas, Balzar, Puyo, Macará, etc).


(3) Se estima una población al final del quinquenio 1995-2000 de 12’666.040 y en el 2000-2005 de 13’888.623 habitantes.
CUADRO No. 2

SIERRA
COSTA

AREA METROPOLITANA
AREA METROPOLITANA




QUITO 4.5%
GUAYAQUIL 4.9 %

CIUDADES INTERMEDIAS 3.9 %
CIUDADES INTERMEDIAS 6.7 %

FUENTE: Censo de Población de 1990

ELABORACION: CER-G

La mencionada  tipología de ciudades está conformada a partir de la población de estos centros poblados, como de las funciones económicas y urbanas que desarrollan en sus contextos territoriales y de los servicios colectivos que poseen para beneficiar a sus poblaciones respectivas. Señalando que estas ciudades no crecen de una manera igual o similar, así tenemos que en el caso de las ciudades intermedias que poseen el mayor crecimiento porcentual a nivel de todo el país en las últimas dos décadas, como se puede observar en el Cuadro # 2, supera largamente a Guayaquil y relativamente a Quito, como es el caso de Machala, Santo Domingo, Quevedo, Esmeraldas, Portoviejo o  Milagro, en  la  Costa;  Cuenca,  Loja, Ambato, entre otras en la Sierra. Inclusive vale destacar el gran crecimiento poblacional de Lago Agrio y Puyo en el Oriente. Además hay diferencias marcadas entre las ciudades de la Sierra y la Costa, mientras en la primera región las ciudades intermedias tienen tasas bajas de crecimiento, pero por encima del promedio nacional, las secundarias en su mayoría tienen crecimiento negativo, lo cual es imputable a la inmigración y rigidices del aparato productivo local-regional; mientras que la vinculación de la costa con la agroexportación -presenta mejores posibilidades de empleo e ingresos adecuados- incentiva las migraciones internas, tanto estacionales como permanentes, provocando por ello crecimientos acelerados y sostenidos de los centros poblados. 

CUADRO No. 3

LAS CIUDADES SEGUN LA POBLACION CENSAL

Tabla Poblacional
1950
1962
1974
1982
1990

1’000.000 y más
-----
-----
-----
1
2

100.000 - 999.999
2
2
3
7
6

20.000 - 99.999
3
11
19
16
23

- 20.000
81
85
92
103
138

FUENTE : CEPAR : Perfil Socio-Demográfico del Ecuador, Quito, 1993, Pág.9

Sin embargo, el 54% de la población urbana nacional se concentran en Guayaquil y Quito, y el resto se distribuye alrededor de 40 centros con más de 20 mil habitantes, dispersos a lo largo y ancho de la geografía nacional.    

La situación económico-social en las ciudades ecuatorianas, especialmente en las intermedias y secundarias es bastante precaria, no solo como consecuencia de las crisis económica y urbana vigentes sino porque la ocupación y desarrollo del territorio se hace según las necesidades del capital - producción y de los circuitos internos de acumulación y no en relación en relación de las necesidades sentidas de la población, en general, ni en función de la protección del medio ambiente. En este contexto ha tenido, y tiene, gran incidencia el papel jugado por el Estado, especialmente central, tanto en la determinación de las políticas generales de desarrollo sectorial y en la injusta asignación de recursos financieros a las diversas regiones geográficas y provincias del país; como en el manejo clientelar dado a la organización  político-administrativa del territorio, especialmente con la creación aluvional e indiscriminada de cantones, violando las leyes de municipios y provincias.

Al respecto es importante destacar que la crisis del tipo de Estado vigente se manifiesta en la inviabilidad actual de las formas de representación territorial existentes, provocando con ello la agudización del centralismo y el entrabamiento de los regímenes seccionales. Esta situación exige la decisión política para impulsar procesos de descentralización para la autonomía pero a partir de la construcción de un nuevo tipo de estado y esquema de gestión estatal del territorio, que tenga como fines el desarrollo y la democracia dentro de la unidad nacional.

  El balance socioeconómico urbano es el siguiente: En Guayas y Pichincha, Guayaquil y Quito, se concentran alrededor del 60% de las industrias del país, así como el 70% de la inversión total y del empleo fabril. Esto significa que en el resto de ciudades lo que predomina es la pequeña industria y la artesanía como el sector informal urbano, así como también las actividades de servicio y comercio vinculadas a la producción agropecuaria. Así tenemos :

CUADRO No. 4
SECTOR FABRIL






PROVINCIAS
LOCALIZACION






GUAYAS Y PICHINCHA
DEL TOTAL DE INDUSTRIAS
60 %

54% POBLACIÓN NACIONAL
                        DE INVERSIONES
70 %


                        DE EMPLEO
70 %





19 PROVINCIAS RESTANTES
DEL TOTAL DE INDUSTRIAS
40 %

44% POBLACION NACIONAL
                        DE INVERSIONES
30 %


                        DE EMPLEO
30 %

FUENTE: Censo de Población de 1990 y Banco Central

ELABORACION: CER-G


Según la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Trabajo, el 30% de la fuerza de trabajo ocupada en el área urbana labora menos de 30 horas a la semana y el 49% trabaja más de 40 sin obtener un ingreso que se equipare al salario mínimo legal. Esta situación tiende a empeorarse en la actualidad debido a la crisis económica vigente; y, se agudiza mucho más en las ciudades intermedias y secundarias debido a las limitaciones y rigideces de sus economías locales. Actualmente, como efecto de la profunda depresión, provocada por factores exógenos y como endógenos como por el ajuste estructural, se calcula que los niveles de desempleo superan al 17% mientras que el subempleo llega al 65% de la PEA. Esto último ha producido un crecimiento aluvional de la informalidad y el trabajo precario, como estrategias de sobrevivencia de los pobres urbanos y de ciertos sectores de las clases medias afectados por la depauperización, como resultado de las condiciones creadas por la globalización y de la aplicación de políticas de ajustes y estabilización fondomonetaristas.  

2.2 La Geografía de la Pobreza.

Para Carlos Larrea (Geografía de la Pobreza, 1996), la pobreza es una situación estructural que afecta a un hogar, impidiendo que sus miembros puedan satisfacer sus necesidades básicas y alcanzar su potencial como seres humanos; y, agrega que “El desarrollo social ha sido históricamente débil en el Ecuador. La mayor parte de la población se ha visto afectada por graves carencias en nutrición, salud, educación y vivienda”, principalmente.      

Según este trabajo de la Secretaría Técnica del Frente Social-STFS, las desigualdades regionales y locales alcanzan en el país grandes proporciones, especialmente en lo relacionado a las diferencias urbano-rurales y en la dimensión étnica, como a nivel de las condiciones de vida y las disparidades económicas vigentes entre las tres regiones geográficas y sus redes de ciudades y entre el campo y la ciudad.

CUADRO No.5

INCIDENCIA DE LA POBREZA E INDIGENCIA POR AREA DE RESIDENCIA Y REGION - 1995.

C I U D A D

REGION O CIUDAD
POBREZA
INDIGENCIA

PAIS
42.4
10.6

Costa
42.5
9.2

Solo Guayaquil
37.5
8.0

Sierra
42.2
12.6

Solo Quito
29.9
7.8

Oriente
47.2
14.4


País


País
55.9
20.0

Costa
53.9
16.6

Sierra
57.6
24.1

Oriente
65.5
22.0

Nota : La categoría “pobreza” excluye a la de “indigencia” es decir, los porcentajes no deben sumarse.

Fuente : SIISE a base de ECV 1995 (INEC y Banco Mundial).

Elaboración: STFC : Pobreza y capital humano en el Ecuador ;       

STFC-INEC, Quito, 1997, pág. 11.
CUADRO No. 6

INCIDENCIA DE LA POBREZA POR PROVINCIAS.

PROVINCIA
% INDIGENCIA
% POBREZA

Azuay
9.6
47.7

Bolívar
18.3
70.2

Cañar
16.7
63.4

Carchi 
18.5
63.6

Cotopaxi
20.5
69.2

Chimborazo
18.9
64.0

El Oro
5.8
38.3

Esmeraldas
18.5
58.2

Galápagos
12.1
39.6

Guayas
11.4
52.1

Imbabura
19.2
58.6

Loja
23.9
67.4

Los Ríos
16.0
60.3

Manabí
16.4
57.1


Morona Santiago
51.8
77.2

Napo
30.8
67.6

Pastaza
42.0
62.6

Pichincha
11.1
45.1

Sucumbios
55.3
84.0

Tungurahua
9.6
51.6

Zamora Chinchipe
47.7
78.0

Orellana (*) 
N/D
N/D

Fuente : EVC 1994, Censo de Población 1990 y STFS - Modelos de Proyección.

(*) Provincia recién creada en 1998 en el Oriente.

Elaboración : La Geografía de la Pobreza en el Ecuador, 1996.

Estos dos cuadros nos permiten sacar los siguientes comentarios : 

1)  A nivel regional geográfico se destaca la gran brecha existente entre el Oriente y las otras dos regiones. Lo que ratifica las desigualdades regionales, territoriales y sociales, como se pueden despejar de los cuadros precedentes.

2)  También se distinguen los desniveles existentes, al respecto, entre las áreas rurales y urbanas. Es mucho más alta la pobreza en las áreas rurales de la Sierra, mientras en las zonas urbanas costeñas predomina más la misma. El primer caso se explica por la mayor vinculación histórica al mercado a través de la agroexportación mientras que la Sierra se especializó en la producción para el consumo interno.

En el segundo caso, los mayores niveles de pobreza en las ciudades costeñas se entienden por el acelerado y sostenido crecimiento de las mismas y por la incapacidad estructural del Estado y la sociedad para satisfacer estas demandas crecientes, entre otros factores.  Al respecto son muy elocuentes la cobertura de los servicios básicos por regiones:

Regiones
No. Ciudades

% Cobertura

Promedio 
Ponderado
Sierra

75

67.04


73.42


1

Galápagos

3

67.45


67.11


2

Costa


65

56.10


60.97


3

Oriente

26

56.62


56.97


4

PAIS


169

61.30


66.43


---

FUENTE : “Informe sobre los Servicios Básicos en las ciudades”; INEC, Quito, Septiembre 1993, Pág. 5.

ELABORACION: CER-G

3)  Al interior del sector urbano se dan grandes disparidades sobre el tema como la existente entre los dos centros primados, como se puede observar en uno de los cuadros sobre la pobreza, donde encontramos que ésta es más alta en Guayaquil. Aunque no debe dejarse de remarcar que en ambas ciudades las desigualdades espaciales son elevadas y manifiestas, donde hay zonas residenciales muy ricas y ostentosas y grandes áreas de barrios suburbanos y periféricos con niveles de pobreza superiores al 80%; y,

4)  Finalmente, de los 214 cantones que actualmente existentes en el Ecuador mucho más de la mitad de éstos poseen cabeceras cuyas poblaciones concentradas no superan los 5.000 habitantes; lo que provoca graves problemas para la reproducción social de sus habitantes y una gran debilidad de la institucional social y del Estado,  que agudizan las situaciones de pobreza y de miseria existentes como la incapacidad edilicia, objetivada en la actitud de abandono y relegamiento que potencia el centralismo vigente, a lo que se debe agregar, la escasa ciudadanización de la gestión urbana que hace que se irrespete totalmente la legislación existente, que es significativa y donde se destacan las leyes promulgadas recientemente sobre descentralización y participación social como sobre la asignación de rentas directas; pero paradójicamente los más grandes obstaculizadores son los propios alcaldes, el A.M.E (Asociación de Municipalidades del Ecuador), las Prefecturas y la dubitación e incapacidad del poder ejecutivo.          

III.-
CARACTERIZACIÓN DE LA POBREZA URBANA


Concomitantemente al crecimiento demográfico acelerado de las ciudades ecuatorianas el territorio urbano de aquellas también ha crecido aún en mayor proporción, lo que atrae aparejado una secuela de problemas como: Irracional crecimiento horizontal de la planta urbana, incapacidad del Estado para satisfacer la demanda social, bancarrota municipal, clientelismo, corrupción, entre otros.

A está situación, se suma una tendencia histórica manifiesta en las principales ciudades ecuatorianas, que se expresa en una reducción paulatina de las densidades poblacionales urbanas, las mismas que se encuentran actualmente entre 100 - 120 habitantes por hectárea, lo cual implica la existencia de amplias áreas de suelo no ocupadas por viviendas ni por otro tipo de uso urbano, un encarecimiento en la dotación de la infraestructura básica y de los medios de consumo colectivo.

Este orden de cosas se puede apreciar en los más recientes levantamientos aerofotogramétricos de las dos metrópolis nacionales, pudiendo determinarse, por ejemplo, que el área vacante en Guayaquil supera las 4.000 hectáreas y en Quito las 3.000, siendo justamente en estos sitios “de engorde” donde se realizan los procesos especulativos con el suelo urbano, a lo que se agrega la ampliación de los límites urbanos por los concejos.

Esta manera irracional de ocupar el espacio urbano ha beneficiado, y beneficia, a un reducido sector de la población, que históricamente se identifica como el de los propietarios territoriales, tanto de las tierras periféricas de las ciudades como de las áreas centrales; los que en el período más reciente han articulado todo un sistema complejo de interrelaciones que permite el desarrollo del capital inmobiliario en conjunción con el sistema bancario financiero y el Estado, con lo cual se han ido definiendo las nuevas reglas de juego del mercado del suelo urbano en el país, en general, y de sus centros primados, en particular; y a partir de éstos a los otros componentes de las redes urbanas jerarquizadas como son los centros intermedios y secundarios, que en muchos casos han asumidos comportamientos especulativos más por imitación, de la lógica dominante, que por situación real.

En el espacio citadino nacional, estas características comúnes de irracionalidad, concentración y de exclusión de los procesos urbanos como de ciertos actores sociales y agentes económicos, adquieren particularidades específicas en cada aglomeración de acuerdo a la correlación de fuerzas existente coyunturalmente entre los protagonistas del hecho urbano como de ciertos actores sociales y agentes económicos: la gran masa de la población, las clases poseedoras del poder económico y los agentes del Estado (Municipio, Organismo Descentralizados, etc). Agudizando con ello las situaciones de desigualdad y exclusión al interior de cada conjunto urbano, lo que provoca un mayor crecimiento de las distancias sociales entre los grupos sociales, haciendo más difícil la convivencia citadina y generando una gama de otros problemas, como violencia, delicuencia organizada y callejera, desadaptación social de jóvenes, marginación a las mujeres y jóvenes, desequilibrios flagrantes en la localización de la inversión pública, entre los más destacables.

En lo relacionado a la vivienda, según el IV Censo de Vivienda de 1990 se registraron a nivel urbano un total de 1’264.470 unidades habitacionales, alrededor del 40% del parque total se encuentra en mal estado, sea por la vetustez de la edificación o por la baja calidad de los materiales de construcción. 
El hacinamiento llega a tal extremo, que de las familias compuestas por 3 a 10 personas el 48.8% vive en uno o dos cuartos. La desigualdad en materia de vivienda es tal que  mientras 40 mil familias compuestas por 1 a 3 personas habitan en viviendas de 5 ó más cuartos, 400 mil familias compuestas de 5 a 10 y más miembros (que sobrepasan los 2 millones 700 mil personas) habitan en uno o dos cuartos. Al analizar estas cifras se evidencia en el país que una de cada cuatro unidades de vivienda ofrece condiciones de hacinamiento para sus habitantes. Además, durante el último período intercensal (1982-1990) es significativo el incremento de viviendas de un dormitorio (131.512), lo que ratifica la agudización de las condiciones de hacinamiento, antes destacada, como consecuencia de la crisis económica, el encarecimiento de los materiales de construcción y la política habitacional asumida por el Estado para las clases medias y bajas con reducida capacidad de pago (programas de viviendas mínimas); ya que todas las construcciones precarias populares son, generalmente, de un solo dormitorio (Informe Social Ecuador 1, 1993, pág. 118).  


Además, hay que considerar la deficiente calidad y disponibilidad de los servicios básicos, que hace más acuciante la penuria de la vivienda en el país como del cuadro de vida en general en los centros urbanos.

Pero lo más grave de todo es que el déficit habitacional existente, según estimaciones del Departamento de Planificación de la Junta Nacional de Vivienda, para 1998, está en alrededor del millón (1’000.000) de unidades habitacionales; sin tomar en cuenta, además, el déficit por el crecimiento vegetativo de la población y por la absolencencia del parque habitacional lo cual abultaría más la cifra señalada.

Asimismo, aproximadamente, el 44.5 %   de las viviendas del área urbana son propias, sea por título de propiedad o por posesión/ocupación, (o por invasión de tierras, en la jerga popular del país), hecho que nos estaría indicando también la existencia del inquilinato y de otras formas especiales de tenencia en nuestras ciudades, como parte de las estrategias de sobrevivencia de los pobres de las urbes. Asimismo nos está planteando el álgido problema de la titularización de la propiedad inmobiliaria, especialmente en los asentamientos suburbanos o periféricos de casi todas las ciudades ecuatorianas, destacablemente en las costeñas y orientales, que han superado en la mayoría de los casos concretos la capacidad operativa y administrativa de los municipios provocando deseconomías para la institución y la ciudad, y precarias condiciones de vida, especialmente en las mismas por la ausencia o mala calidad de los equipamientos de consumo colectivo.

CUADRO No. 7

SERVICIOS QUE DISPONE 
1995

LA VIVIENDA
% DEL TOTAL DE VIVIENDAS




ABASTECIMIENTO DE AGUA
57.1 %

SERVICIO ELECTRICO 
78 %

ELIMINACION DE AGUAS SERVIDAS
49.6 %

FUENTE : INEC : III, IV y V Censos Nacional de Población y III de Vivienda. 1974, 1982 y 1990. 

Un estudio del INEC (1985, pág. 75) señala que en 1982, solo el 31% del total de las viviendas poseía todos los servicios, el 35.4% alguno de los 3 servicios indicados, y el 33,3% ningún tipo de servicio (íbid, p. 80). Los datos del 90 y de la ECV 95 nos indican la misma tendencia, aunque agudizada por manifestaciones de regresión y de agravamiento de las condiciones de vida y de minimización de sus expectativas sociales en el actual escenario de crisis por parte de los pobres citadinos.   

En las áreas urbanas ecuatorianas hay un estancamiento de los servicios de agua abastecidos por la red pública, lo que es explicado por las altas tasas de crecimiento poblacional de las ciudades intermedias y secundarias y la presencia creciente de los asentamientos populares que no están  contemplados en los planes de los municipios de las ciudades de mayor aumento de habitantes, como por las erráticas gestiones en los mismos y sus empresas, lo que provoca que éstas funcionen en situación deficitaria, o al borde de la bancarrota, solicitando partidas extra-presupuestarias al gobierno central para no paralizar este servicio vital.


En relación a los servicios higiénicos y alcantarillado sanitario de las áreas urbanas, sólo el 62% disponía de alcantarillado y el 70% de servicio higiénico exclusivo en la vivienda. Situación que en esta década se ha deteriorado relativamente como consecuencia del descenso de la inversión pública y las pérdidas en el salario real de la población, a lo que se agrega el crecimiento irracional de la planta urbana en las ciudades provocando dificultades técnicas y económicas para la dotación de los mismos.


Según el censo del 90, las diversas formas de eliminación de los desechos sólidos se verifica en el 70% de las áreas urbanas, aunque con grandes diferencias entre los centros primados y el resto de ciudades, el 80% y 43% respectivamente.   


Asimismo, solo 25% de las viviendas tiene el servicio telefónico ; mientras más del 90% tiene el servicio eléctrico sea por medidor o porque lo toma directamente del alumbrado público urbano.


Para completar esta caracterización de la pobreza urbana debe de reseñarse como el ajuste estructural fondomonetarista y la liberalización, exigida por la globalización, aplicados en un contexto real de profunda crisis económica y social ha producido que el desempleo afecten a más de los dos tercios de la población activa urbana, generando nuevas formas de pobreza y cambios en la naturaleza de los empleos, como son los casos de la precaridad, en la intensidad y tiempo del trabajo y el pluriempleo. Lo que ha hecho que la pobreza urbana sea, y se perciba, más masiva, profunda y heterogénea, como lo destacan los siguientes datos: 

CUADRO No. 8  

POBLACION EN CONDICIONES DE POBREZA E INDIGENCIA EN EL ECUADOR 1998 - 1999 (*)

(En porcentajes)

1998
1999

A NIVEL NACIONAL
INDIGENCIA

9.2
14.7

Campo

17.5
28.2

Ciudad

3.2
5.0

A NIVEL NACIONAL
POBREZA

31.3
42.2

Campo

54.5
67.2

Ciudad

14.5
24.1

Por Regiones


Costa

1998
1999

Indigencia


6.7
11.4

Pobreza

27.6
39.7

Sierra


Indigencia

12.2
18.4

Pobreza

35.7
45.1

Oriente


Indigencia

11.9
18.2

Pobreza

37.8
48.2

(*) Según Método de Consumo

FUENTE:FMI: Ecuador Protección Social frente a la Crisis Económica; Departamentos de Finanzas del FMI, Washington, 24 de Junio de 1999

ELABORACION: El Universo, 13 de Junio de 1999  
El cuadro en mención nuevamente nos plantea las grandes desigualdades existentes en el país entre los sectores urbano y rural, como el crecimiento sostenido y significativo de la pobreza e indigencia en las ciudades y regiones geográficas del país. Los datos arrojados también señalan que el problema no sólo es de índole coyuntural sino que tiene un origen de tipo estructural, lo que es confirmado tanto por la metodología de niveles de ingresos como por el método de consumo; a lo que se debe agregar lo sostenido por el informe sobre Desarrollo Humano del PNUD en relación a la denegación de opciones y oportunidades que provoca la pobreza, que afectan principalmente a las mujeres, niños y jóvenes, imposibilitando “vivir una vida tolerable”, e incrementando la vulnerabilidad de éstos y que en la actual circunstancia del país se agrava por la debilidad e incapacidad de las políticas sociales impulsadas desde el estado, parte del recorte Fiscal Monetarista, que obstruye cualquier posibilidad de reducir los impactos de la pobreza.
IV.- ACTORES SOCIALES URBANOS Y ESTRATEGIAS DE SOBREVIVENCIA.


Sin pretender copar toda la inmensa gama de situaciones, estructurales y coyunturales, que se presentan en el universo poblacional urbano ecuatoriano, creemos haber planteado ciertas características básicas de los pobres citadinos del país al evaluar el tipo de proceso urbano que se está desarrollando al interior de nuestra formación social y cómo sobreviven en una economía en crisis; nos falta conocer, de forma complementaria, cómo se constituyen los actores urbanos en la acción social y cómo el Estado ha respondido antes las demandas del movimiento poblacional y de sus organizaciones más avanzadas, como de la población en general para poder determinar ciertas formas de exclusión social existentes en la relación estado-política y sociedad, que permitan la vigencia de una ciudadanía plena.


En este nivel, es importante resaltar las profundas diferencias en la constitución de los actores urbanos y de sus estrategias de sobrevivencia, organizativas e institucionales como parte de las clases populares citadinas, lo cual responde a varios factores (G.Villavicencio, S/fecha), a saber:

a)  Por la heterogeneidad social de estas clases subalternas, dentro de la economía urbana y el sistema social citadino, que incrementa la vulnerabilidad y la inequidad social.

b)  Al desarrollo desigual y combinado que se da entre  los sectores modernos e informales  y ramas productivas al interior de la ciudad, como por las relaciones entre los diversos y múltiples agentes económicos en las economías urbanas de los países del capitalismo atrasado en el actual contexto de globalización; y,  .

c)  Por las formas de sobrevivencia que los pobres asumen y los niveles organizativos que generan los usuarios urbanos; es decir, los movimientos sociales urbanos y sus identidades, o posiciones y reinvindicaciones - demandas ante las crisis económica, social y urbana y en la cotidianidad de la vida citadina forjando un entramado de solidaridad social frente a la desintegración de ciertas estructuras e instituciones sociales.


En etapas de crisis económica social y urbana se provocan por parte de los actores urbanos, y en el sector popular en general, una serie de estrategias de sobrevivencia, que no son otra cosa que las respuestas e iniciativas -personales, familiares, vecinales o colectivas- que apuntan a defender sus condiciones de vida o impedir un descenso de sus formas de reproducción social de lo cual no es extraño ni desconocedor el movimiento poblacional ni la dinámica social, que participan de diferentes maneras e intensidades. En las coyunturas recientes se han  podido encontrar las siguientes manifestaciones :

1.  En las últimas dos décadas se han dado una proliferación y gama de organizaciones sociales populares de base y sus correspondientes instancias superiores (comités barriales, cooperativas y precooperativas de vivienda, asociación pro-mejoras, clubes juveniles, centros de madres, comunas, clubes sociales y deportivos, asociaciones artesanales y de comerciantes, asocianes étnicas y localistas, entre las más activas e importantes) que, generalmente, han tenido vidas muy efímeras, relacionadas a las demandas  puntuales de los consumos urbanos de sus miembros ya que la posesión, e inclusive la propiedad, la tienen segura y garantizada; lo que no ha permitido conformar  un  sólido  movimiento social   urbano, salvo excepciones muy contadas como el caso de la Federación  de Barrios  Suburbanos de Guayaquil (FECDEBAS-G), la Federación de Barrios Populares del Noroccidente de Quito y, actualmente, la Federación de Barrios Suburbanos del Ecuador (FEDEBASE) ; aunque vale recordar a organizaciones combativas y de gran trascendencia en la lucha social pero que desaparecieron, como el Comité del Pueblo en Quito, el Bloque de Organizacionales Poblacionales en Guayaquil. Particularmente estas organizaciones poblacionales han sido presa de las diferentes tiendas y estructuras clientelares partidistas que se han producido desde el sistema político, como el Velasquismo, la CFP y el PRE en Guayaquil; o como la del maestro Juanito - a través la Radio Tarqui-,  o de los ex-dirigentes deportivos barriales en Quito, pero desde la sociedad civil; en todos estos casos son fácilmente identificables los medios como se objetivizan las situaciones de hegemonía urbana y de representación política a partir de una cooptación clientelar, generalmente verticalistas, autoritaria, cupular y desmovilizadora.

Asimismo es importante mencionar que en algunas de las ciudades intermedias se han dado importantes y durables organizaciones poblacionales que han tenido gran reconocimiento y apoyo por parte de sus gobiernos seccionales, como en Machala, Manta-Portoviejo, Cuenca, Ambato, Riobamba, entre las más significativas. Pero finalmente han tenido el mismo destino de las de los dos centros primados.

2.  El bajo nivel de vinculación orgánica entre el movimiento de los trabajadores organizados especialmente el perteneciente a las grandes matrices sindicales, o al Frente Unitario de los Trabajadores-FUT, y el movimiento poblacional puede ser imputado a tres factores: a) A los desequilibrios y distorsiones existentes en nuestras economías urbanas y a la fragmentación de los mercados laborales; b) Al crecimiento y consolidación de las maquinarias políticas - clientelares en las áreas urbana y al escaso y tardío desarrollo del proceso de industrialización; y, c) A la miopía de ciertas fuerzas políticas que no han podido leer ni comprender en los procesos sociales el papel jugado por estos grupos sociales urbanos, como un elemento característico de nuestro desarrollo societario; y,

3.  Es importante reseñar que la crisis económica ha provocado que fracciones significativas de trabajadores y grupos más depauperizados de nuestra sociedad, desempleados y subempleados-informales,  hayan recurrido a la ocupación del suelo urbano como elemento articulador de sus estrategias de sobreviviencias, o hayan tenido que acogerse a fraccionamientos periféricos a bajos precios de origen privado. Lo cual los ha hecho converger en una serie de demandas puntuales ante ciertos poderes locales, pero no les ha permitido construir propuestas estratégicas -hasta el momento- para la ciudad, la región y el país.


En este escenario urbano el Estado patrimonialista va a jugar un papel importante, ya que comenzará a asumir -gracias a los petrodólares y el endeudamiento externo- una serie de iniciativas sociales que antes eran privativas de los Municipios o Consejos Provinciales, compitiendo y sumergiendo por ello a estos organismos en una profunda crisis financiera, administrativa y de credibilidad ; lo cual se ha agudizado aún más en esta coyuntura con el recorte del gasto social como parte del inflexible recetario neoliberal que ha afectado e estos organismos del régimen seccional, más allá del discurso y exigencias de la descentralización. Destacando, según varios autores mencionados, que a partir de 1982 el gasto social del Estado ha caído dramáticamente, reduciéndose a menos de la mitad, afectando principalmente a lo relacionado con la salud, educación y nutrición. 


Si bien el Estado central, por medio de sus aparatos sectoriales, ha tratado de realizar, de una manera improvisada, diferenciada y clientelar, obras de beneficio popular, está tarea ha sido sobrepasada por la suma y magnitud de la demanda urbana existente, global y agregadas; a lo cual también colabora la ineficiencia de la institución municipal con sus magros ingresos y su desaprensivo estilo de gestión. Es decir que mientras la inversión (o gasto público/municipal) aumenta en progresión aritmética,  los consumos urbanos colectivos se incrementan en progresión geométrica. Esta situación ha agudizado la crisis urbana, que se resiente con más fuerza en los barrios populares de nuestras ciudades intermedias y secundarias, situación que coadyuva a que se deteriore más la calidad del cuadro de vida de estas poblaciones, y se potencie como componente importante la expoliación urbana y la desigualdad social.


Por otra parte, estas mismas crisis han hecho que se refine la actitud paternalista y clientelar del Estado en relación a los grupos populares urbanos haciendo que se incrementen las situaciones de asistencialismo y desmovilización social ; pero provocando contradictoriamente en ciertas ocasiones conflictos sociales como huelgas nacionales, o enfrentamientos locales por la localización de las envasadoras de gas, escasez del agua,  legalización de la tenencia del suelo urbano, por elevados cobros de impuestos, etc. el movimiento poblacional se haga presente en la lucha social de manera beligerante, como en el mes de julio de este año en los diferentes escenarios urbanos donde participo.


Asimismo, los mermados poderes locales, espacios reales de la participación democrática, pueden asumir, despojándose de sus conductores clientelares, unos papeles centrales en las modificaciones de los hábitats populares, siempre y cuándo se establezcan unas reglas de juego válidos en un esquema de una operativa concertación social, que ayude a una efectiva y eficaz participación popular.   


En el escenario urbano ecuatoriano meritan destacarse asimismo otros actores sociales importantes como : la Iglesia Católica y la diversidad de sectas protestantes; las organizaciones no gubernamentales (ONG) y Fundaciones; las instituciones filantrópicas y el voluntariado, especialmente en los centros primados y en algunas de las ciudades intermedias, como ciertas instituciones de cooperación y ayuda como los Leones, la Junta de Beneficencia de Guayaquil, la Sociedad Filantrópica del Guayas, la Junta de Beneficencia de Señoras, el ACORVOL, Fundación de las Reinas de Quito, Rotarios, Kiwanis, etc. Todos estos actores impulsan una serie de significativas obras y tareas en sus localidades, que son aprovechadas en diferentes formas por las estrategias de los pobres para reducir el impacto de la crisis y proteger su vulnerabilidad, como ante la imposibilidad personal y la incapacidad del Estado.


También se debe reconocer el rol que juegan al interior de los pobres la familia extendida, la mujer, los niños, los ancianos y la propia comunidad en la conformación de redes sociales de reciprocidad, solidaridad y cooperación para enfrentar a la pobreza y la crisis e impedir caer en la miseria. Estas generalmente se manifiestan en la conformación y defensa, e incremento, del capital humano, como son : el trabajo adicional de los niños, el ingreso de la mujer en la informalidad, las tareas de cuidado que deben realizar los ancianos, entre las acciones más destacadas.


Mientras que por el lado de la comunidad se plantea bajo la forma de capital social, que no es otra cosa que el aprovechamiento del habitat, la vivienda y los equipamientos de consumo colectivo existentes -generalmente otorgados por el Estado- para generar formas de ocupación e ingresos que permitan impulsar estilos de sobrevivencia colectiva, que a su vez producen mecanismos de cooperación y solidaridad personales y colectivos entre los vecinos, que están fuertemente influenciados por visiones segmentadas de género, religiosas, la tradición y la necesidad que según las circunstancias concretas los potencian y en otras los debilitan. Estos factores hacen que en el caso ecuatoriano se puedan distinguir un mayor desarrollo y manifestación de éstos en la ciudades serranas antes que en las costeñas ; como en las ciudades intermedias y secundarias del país antes que en los centros primados. Todo lo señalado apunta a conformar que en los contextos de pobreza masiva, profunda y heterogénea como el de las ciudades ecuatorianas se van a producir necesariamente el desarrollo y diferenciación de estrategias de sobrevivencia entre los pobres de las ciudades, como también nuevas formas de pobreza urbana por el avance de la precaridad del trabajo y flexibilidad laboral como de las propias crisis en sí.             

VII.- TENDENCIAS, PERSPECTIVAS Y PRIORIDADES.


No se pueden sostener, peor apoyar, los patrones de funcionamiento y las relaciones asincrónicas existentes entre el Estado, la Sociedad y la Economía en el país ; mucho más se agravan éstos en la actual situación de crisis económica y de globalización, debido al alto costo social y al empobrecimiento creciente de la población por el ajuste estructural y la modernización neoliberal. Por tales motivos es impostergable la reversión de las tendencias vigentes en la pobreza -descritas en esta ponencia-, ya que de lo contrario se puede llegar a una descomposición social tal, que conllevaría la pérdida de las posibilidades efectivas de reactivación en el mediano plazo y el descarriamiento como nación, a consecuencia del fraccionamiento en localidades como consecuencia de la pérdida de legitimidad del tipo de Estado en funcionamiento y el descrédito de la política, por no lograr los consensos sociales para el desarrollo y la democracia.


Ante estas graves circunstancias, externas (mundiales y regionales) e internas, (pasadas, recientes y actuales)se requiere impulsar desde los actores sociales y políticos, concomitantemente, propuestas alternativas de desarrollo y diálogos político-sociales, serias y sostenidas, sin exclusiones de ningún tipo, para llegar a la concertación de metas y medios de aplicación viables que nos permitan (re) construir un país más democrático, económicamente más equitativo y socialmente más solidario.

BIBLIOGRAFIA

· ARCOS C., XAVIER: La Desigualdad del Consumo en Ecuador; CORNELL UNIVERSITY-EDIC. ABYA-YALA, Quito, 1997.

· BANCO MUNDIAL: “Ecuador Poverty Report”, Washington, 1995.

· BURBANO LARA, FELIPE (EDITOR): El Fantasma del Populismo. Aproximación a un tema [siempre] actual; ILDIS-FLACSO-NUEVA SOCIEDAD; CARACAS, 1998. 

· CABRERA YOLANDA, JUDITH MARTINEZ Y ROLANDO MORALES : Medición de la Pobreza en las Areas Urbana y Rural del Ecuador; INEC-UNICEF, Quito, 1993.

· CEPAL-PNUD: “Ecuador. Mapa de Necesidades básicas insatisfechas; INEC, QUITO, Septiembre 1989” , pp. 113.

· CORDES: La Ruta de la Gobernabilidad; CORDES-COOPERACION ESPAÑOLA, Quito, 1999.  

· DE JANVRY, ALIAN et al. The Political Factibility of Adjuntment in Ecuador and Venezuela, Paris : OECD, 1993.

· FISE-CORDES: Políticas Sociales y Pobreza; Quito, 1994.           

· FUNDACION ESQUEL-UNICEF: Una Agenda para combatir la Pobreza; Quito, 1996.

· Gerrit Burgwal (Consultor): Ecuador: SNV en la Ciudad. Investigación sobre la Problemática Urbana; SNV, Quito, 1995.  

· GAITAN VILLAVICENCIO: Estrategia Social Municipal ; Plan de Desarrollo Urbano de Guayaquil; Proyecto ECU-94-005, Municipio de Guayaquil HABITAT, Guayaquil, Abril de 1996.

· GAITAN VILLAVICENCIO: Pobreza y Areas Urbanas en el Ecuador; Foro de la Ciudadanía, Fundación Esquel, Quito, 1995.

· Grupo de Trabajo sobre Deuda externa y Desarrollo - FONDAD (CAAP-CECCA-CERG-CIUDAD): Políticas Sociales, Desarrollo y Compensación Social; CESA, FEPP, CAAP, FONDAD, Quito, 1993.  

· INEC: Encuesta de Hogares; Varias Rondas, Quito, desde 1987 a la fecha.

· ILDIS: Informe Social Ecuador, No. 1 al 4; Quito, 1993 al 1996. 

· IVAN LASPINA Y RENE VALLEJO: Quito, Ciudad y Pobreza; Municipio del Distrito Metropolitano de Quito-Dirección General de Planificación, Quito, 1995.  

· JOSE L. CORAGGIO: Ciudades sin Rumbos. Investigación Urbana y Proyecto Popular; SIAP-CIUDAD, Quito, 1991

· LARRES CARLOS: “Structural Adjustment, Income Distribution and Employment in Ecuador” ; Centre for International Studies - University of Toronto, Toronto, 1995.

· MOSER, CAROLINE : Situaciones Críticas. Reacción de los Hogares de cuatro Comunidades Urbanas Pobres ante la Vulnerabilidad y la Pobreza; ESD # 75, BANCO MUNDIAL, WASHINGTON, 1996.

· SERRANO DAVALOS, ALBERTO : Economía Ecuatoriana en Cifras; ILDIS-FES, Quito, 1999. 

· SECAP-UNICEF: Encuesta de Condiciones de Vida de los Ecuatorianos; Imprenta Santa Rita, Quito, Septiembre 1995.

· SECRETARIA TECNICA DEL FRENTE SOCIAL INEC : Pobreza y Capital Humano en el Ecuador; Quito, 1997.

· SECRETARIA TECNICA DEL FRENTE SOCIAL : Plan Nacional de Desarrollo Social; Quito, Agosto 1996.

